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(art. 4.1). ~n el segundo, y en cuanto ninguna de las
interpretaciones divergentes resulte contraria a la Cons­
titución, el problema que la divergencia plantea sólo pue­
de ser traído ante nosotros cuando quien se siente víc­
tima de una aplicación discriminatoria de la ley pueda
ofrecer razones'que le autoricen a pensar que la diver­
gencia interpretativa es simplemente la cobertura formal
de una decisión, cuyo sentido diverso al de otras deci­
siones anteriores, y eventualmente posteriores, se debe
realmente al hecho de que se han tomado en consi­
deración circunstancias personales o sociales de las par­
tes, incluso simplemente su propia identidad, que no
debieron ser/o» (STC 144/1988, fundamento jurídico
3.°; en sentido análogo, SSTC 109/1988. fundamento
jurídico 2.°, 253/1988, en particular, fundamentos jurí­
dicos 3.°
y 4.°, 103/1990, fundamento jurídico 2.°, donde se razo­
na acerca de la imbricación en el arto 14 C.E. de la deno­
minada «interpretación integradora»). No ha existido,
pues, vulneración de la igualdad en la aplicación de
la Ley.

6. Pues bien, la elucidación de la cuestión propues­
ta, que abordamos seguidamente, exige tener en cuenta,
a modo de recapitulación, las siguientes premisas:
a) aun cuando el principio de igualdad ex arto 23.2 C.E.
-precepto que se erige, ante la no constancia de alguno
de los factores de discriminación proscritos por el
arto 14 C.E., en parámetro decisor de aquélla- opera
tanto en el momento del acceso como en el ulterior
del desempeño de las funciones públicas, aquél actúa
con diferente «rigor e intensidad» en uno y en otro, de
suerte que en este segundo tienen cabida otros distintos
«en atención a una mayor eficacia del servicio o a la
prosecución de otros bienes constitucionalmente pro­
tegidos» STC 200/1991, fundamento jurídico 2.°, con
remisión a la STC 192/1991, fundamento jurídico 4.°);
b) no nos corresponde verificar la adecuación del criterio
que se funda en la titulación para asignar los corres­
pondientes niveles [arts. 16 y 20.1 c) de la Ley 30/1984,
a la que se anuda, por otro lado, la percepción del com­
plemento de destino ex arto 23.3 a) de la Ley 30/1984]
puesto que dicho criterio, en sí mismo, no resulta mani­
fiestamente impertinente en atención a su finalidad.

7. Por lo expuesto, no cabe entender que la reserva
en exclusiva (insistimos: Abstracción hecha de su correc­
ción en el plano de la convencionalmente denominada
legalidad ordinaria) a los funcionarios en que concurra
la titulación de Ingenieros o Arquitectos del reconoci­
miento de determinado nivel, y la interpretación admi­
nistrativa y judicial producida al efecto, de la que, en
modo alguno, cabe predicar la asunción de criterios per­
sonales no amparados en la oportuna normativa, con
exclusión de los demás cuyos Cuerpos, Escalas, Clases
o Categorías se hallen clasificados, igualmente, en el
grupo A. contraríen las exigencias del principio de igual­
dad, al menos en la vertiente que da acceso al recurso
de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada en Madrid, a diecinueve de mayo de mil nove­

cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Julio Diego Gon­
zález Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

12427 Sala Segunda. Sentencia 97/1997, de 19 de
mayo de 1997. Recurso de amparo
287/1995. Contra Sentencia dictada por la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri­
bunal Superior de Justicia de Andalucía recaí­
da en recurso contencioso sobre declaración
de incompatibilidad. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: Conducta
no diligente del recurrente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-RegueraL don Julio Die­
go González Campos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don
Tomás S. Vives Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 287/95, interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Juan Antonio
García San Miguel y Orueta actuando en nombre y repre­
sentación de la Excma. Diputación Provincial de Málaga,
contra la Sentencia dietada por la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía de 6 de abril de 1990, recaída en el recurso
contencioso núm. 797/88, sobre declaración de incom­
patibilidad. Han comparecido el Ministerio Fiscal, el inte­
resado en el proceso don Juan Pedro de Luna Ximénez
de Enciso, representado por el Procurador de los Tri­
bunales don Federico Pinilla Peco y la Junta de Anda­
lucía, asistida del Letrado don Manuel del Castillo
Gutiérrez. Ha sido Ponente el Magistrado don Tomás
S. Vives Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el día 27 de enero de 1995, don
Juan Antonio Garcfa San Miguel y Orueta, Procurador
de los Tribunales y de la Excma. Diputación Provincial
de Málaga, interpuso demanda de amparo constitucional
contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía, con sede en Granada, de 6 de abril de 1990, recaí­
da en autos núm. 797/88, sobre declaración de incom­
patibilidad.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Por Resolución de la Consejería de Gobernación
de la Junta de Andalucía, de 4 de marzo de 1988, se
declaró la incompatibilidad de los puestos que venía ocu­
pando don Juan Pedro de Luna Ximénez de Enciso, Jefe
de Sala en el Hospital Provincial «San Juan de Dios»
-dependiente de la Diputación Provincial hasta el mes
de agosto de 1988, en que fue integrado en el Servicio
Andaluz de Salud- y Jefe de Grupo en ambulatorio de
la R.AS.S.A. -actualmente Servicio Andaluz de Salud.

b) Disconforme con tal Resolución, don Juan Pedro
de Luna Ximénez de Enciso formuló recurso contencio­
so-administrativo ante la Sala de este orden del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía.

Por providencia de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo de Granada de 18 de mayo de 1988 se acordó
admitir a trámite el recurso deducido por el actor, la
reclamación del expediente administrativo y, asimismo,
se acordó anunciar la interposición en el «Boletín Oficial
de la Provincia de Málaga».
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Recibido el expediente administrativo reclamado, se
publicó el 'correspondiente anuncio de la interposición
del recurso contencioso-administrativo en el «Boletín Ofi­
cial de la Provincia de Málaga», de 24 de julio de 1988,
en el que se advertía que «la inserción del anuncio sirve
de emplazamiento a las personas a cuyo favor deriven
derechos del propio ·acto administrativo y aquellos que
tuvieran interés directo en su mantenimiento para que,
si lo desean, se personen hasta el momento de ser empla­
zadas para contestar la' demanda, con arreglo al art. 68
L.J.C.A.».

c) Formalizada la correspondiente demanda y con­
testada por la Junta de Andalucía, la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo dictó Auto acordando el recibi­
miento del pleito a prueba. La representación procesal
del recurrente propuso la práctica de prueba documental
que fue declarada pertinente por providencia de la Sala
de 1 de diciembre de 1988. Entre las pruebas admitidas
se encontraban cuatro documentales, consistentes en
que la Sala librara oficio a la Diputación Provincial de
Málaga a fin de que certificara ciertos extremos relativos
al horario y a la jornada laboral del recurrente, señor
de Luna Ximénez de Enciso, a la recepción de un escrito
presentado por éste y a la plantilla del personal sanitario
vigente en la fecha de aplicación de la Ley 53/1984,
de Incompatibilidades.

La referida prueba documental fue debidamente cum­
plimentada por la Diputación Provincial de Málaga, que
el día 4 de enero de 1989 expidió un oficio dirigido
al Presidente de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de Granada en el que se decía «de conformidad con
lo interesado en su oficio de 1 de diciembre de 1989,
referente al recurso contencioso-administrativo
núm. 797 de 1988. instado por don Juan Pedro de Luna
Ximénez de Enciso, contra Resolución de la Junta de
Andalucía, me complace adjuntarle los documentos soli­
citados...» remitiendo con dicho oficio los certificados
interesados por la Sala sobre los extremos solicitados.

d) Concluida la tramitación, la Sala dictó Sentencia
el día 6 de abril de 1990 estimando el recurso deducido
y anulando las resoluciones impugnadas, ordenaba «que
se reponga al actor como Jefe del Servicio de Cirugía
del Hospital civil de Málaga, con abono de las retribu­
ciones dejadas de percibir desde la fecha del cese hasta
aquélla en que se lleve a efecto la readmisión, con los
intereses legales...».

e) El fallo estimatorio de la Sentencia fue publicado
en el «Boletín Oficial» de la Comunidad Autónoma de
Andalucía de 10 de agosto de 1990 (<<Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía» núm. 68).

Asimismo. la Consejería de Gobernación de la Junta
de Andalucía remitió sendos oficios el 26 de junio
de 1990 a la Consejería de la Salud y a la Diputación
Provincial de Málaga remitiéndoles copia del texto ínte­
gro de la Sentencia para su conocimiento.

f) El 8 de octubre de 1991 tuvo entrada en la Sala
de lo Contencioso-Administrativo el escrito del recurren­
te don Juan Pedro de Luna Ximénez de Enciso inte­
resando que se llevara a efecto la Sentencia recurrida,
a lo que accedió la Sala. que dictó providencia el 15
de octubre de 1991 acordando que se requiriera al
Gerente general del Servicio Andaluz de Salud (S.A.S.)
y al Presidente de la Diputación de Málaga para que
dieran cumplimiento al fallo recaído en la Sentencia.

g) Por oficio de 17 de junio de 1992 la referida
Diputación, hoy demandante de amparo, se dirigió a la
Sala de lo Contencioso manifestando que la Sentencia
recaída no había sido notificada, solicitando la realización
de dicho trámite.

A la vista de tal manifestación, por diligencia de orde­
nación, se acordó notificar la Sentencia a la Diputación

de Málaga. diligencia que se llevó a cabo el día 10 de
septiembre de 1992.

h) Con fecha 21 de septiembre de 1992, la Dipu­
tación demandante solicita que se tenga por preparado
recurso de casación contra la Sentencia y por providen­
cia de 7 de octubre de 1992 se acuerda no haber lugar
a lo solicitado, por no ser parte en el proceso la Dipu­
tación Provincial de Málaga.

Por escrito de 10 de noviembre de 1992. la entidad
demandante se personó en el recurso V reiteró su soli­
citud de que se tuviese por preparado el recurso. Por
Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo.
de 13 de enero de 1993, la Sala acordó tener como
coadyuvante de la demandada a la Diputación recurrente
y conforme el arto 97 L.J.C.A., no tener por preparado
el recurso de casación interpuesto, por formularse fuera
de plazo.

Formulado recurso de queja por la actora, la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo
dictó Auto el día 9 de diciembre de 1994 desestimando
el recurso formulado.

3. En la demanda de amparo se denuncia la vul­
neración del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva sin indefensión reconocido en el arto 24.1 C.E..
infracción constitucional que se habría originado por la
falta de emplazamiento personal de la entidad recurrente
en amparo, que se ve obligada a ejecutar una Sentencia
condenatoria sin haber sido parte en el proceso con­
tencioso-administrativo.

4. Mediante providencia de fecha 22 de septiembre
de 1995, la Sección Cuarta acordó admitir a trámite
la demanda de amparo, y en aplicación de lo dispuesto
en el art. 51 de la LOTC, dirigir atenta comunicación
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo, y a la del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con sede en Granada. para que en plazo no
superior a diez días. remitiesen certificación o fotocopia
de las actuaciones correspondientes al recurso corres­
pondiente, debiendo previamente, por este último órga­
no, emplazarse para comparecer en el recurso de ampa­
ro, a fin de defender sus derechos, a quienes hubieran
sido parte en el procedimiento, excepto al recurrente
en amparo, haciendo constar en dicho emplazamiento
la exclusión de quienes quisieran coadyuvar con el
recurrente o formular cualquier impugnación, y les hubie­
ra ya transcurrido el plazo que la Ley Orgánica de este
Tribunal establece para recurrir.

5. En virtud de sendos escritos que tuvieron su
entrada en este Tribunal los días 20 y 23 de octubre
de 1995. el Procurador de los Tribunales, don Federico
Pinilla Peco, en nombre de don Juan Pedro de Luna
Ximénez de Enciso, y el Letrado de la Junta de Andalucía
solicitaron que se les tuvieran por personados en las
actuaciones, a lo que se accedió por medio de provi­
dencia de 6 de noviembre de 1995. concediéndoles,
conforme determina el arto 52 LOTC, un plazo de veinte
días para formular alegaciones.

6. El día 4 de diciembre de 1995 tuvo entrada en
el Registro de este Tribunal el escrito de alegaciones
de la Diputación Provincial de Málaga, en el que bási­
camente se reiteraban los argumentos de la demanda
de amparo y afirma que concurren los presupuestos exi­
gidos conforme la doctrina de este Tribunal para el otor­
gamiento del amparo.

7. La representación procesal de don Juan Pedro
de Luna Ximénez de Enciso presentó su escrito de ale­
gaciones en el Registro de este Tribunal el día 4 de
diciembre de 1995. En primer término alega esta parte
la inadmisibilidad del recurso de amparo, por no haberse
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seguido el procedimiento establecido en la Ley de Pro­
cedimiento para agotar la vía ordinaria y ello por cuanto
la Diputación Provincial actora interpuso un recurso de ­
casación contra la Sentencia que era improcedente, pues
tal resolución. por versar sobre materia de personal era
firme y contra la misma no cabía recurso alguno. Ade­
más. la demanda de amparo incurre en extemporanei­
dad. La entidad actora conoce la Sentencia desde
el 21 de noviembre de 1990. fecha en la que se reunió
la Comisión de Gobierno para estudiar un informe sobre
la misma y el requerimiento para su cumplimiento, y
en la que se acordó su remisión a la Gerencia del Servicio
Andaluz de Salud.

En cuanto al fondo, alega esta representación que
a la vista de lo establecido en el art. 93.2 a) de la L.J.C.A..
el, Auto recurrido en amparo es correcto. además. el
Tnbunal Superior de Justicia de Andalucía actuó correc­
tamente al ajustarse a lo establecido en el arto 64 L.J.C.A..
requirió el expediente administrativo. ordenó el empla­
zamiento de las partes y se publicó en el «Boletín» con
el correspondiente anuncio de interposición del recurso.
con lo que se cumplió el procedimiento establecido.

8. El Ministerio Público presentó su escrito de ale­
gaciones el día 24 de noviembre de 1995. en el que
solicitaba la desestimación del amparo. Tras resumir los
antecedentes. comienza el Fiscal delimitando el objeto
del recurso de amparo y afirma que de la'demanda se
desprende que se dirige exclusivamente contra la Sen­
tencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 6 de abril
de 1990. y no contra los Autos que denegaron la pre­
paración del recurso de casación ni el de desestimación
de la queja, y lo hace exclusivamente por violación del
derecho a la tutela judicial efectiva, sólo en lo que se
refiere a la falta de emplazamiento de la Diputación Pro­
vincial de Málaga que se considera legitimada en calidad
de demandada.

Hecha esta precisión sobre el objeto del proceso. el
Ministerio Fiscal analiza la posible concurrencia de la
causa de inadmisión de extemporaneidad de la deman­
da. por alargamienlo artificial del plazo para la interpo­
sición de un recurso manifiestamente improcedente
como es el de casación en materia de personal o. incluso.
por la de falta de agotamiento de la vía judicial pre­
cedente, circunstancias que determinarían la inadmisi­
bilidad del recurso con fundamento en el art. 50.1 al
LOTC. .

Sobre la primera de estas causas de inadmisión. seña­
la esta representación que la Sala de lo Contendoso
denegó la preparacién del recurso de casación no sólo
porq",e la Sentencia recurrida era firme sino, fundamen­
talmente. por haberse preparado fuera de plazo. por
cuaflto tal Sentencia había sido comunicada a través
de la Consejería de Gobernación a la Diputación Pro­
vincial de Málaga el 26 de junio de 1990 y la Sentencia
fue publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Anda­
lucía» el 10 de agosto de 1990 y. por otra parte, el
Auto de inadmisión se basa en la excepción al recurso
de casación que se establece en los procesos en materia
de. personal en el art. 93.2 L.J.CA Desae cualquiera
de estas dos fundamentaciones. establecidas por los
órganos jurisdiccionales para denegar la preparación del
recurso o para desestimar la queja, el mismo aparece
como manifiestamente improcedente.

A continuación refiere que la Diputación Provincial
de Málaga tuvo conocimiento de la Sentencia en dos
ocasiones: La primera el 6 de julio de 1990 y la segunda
el 23 de enero de 1991. aunque se justifica su inactividad
en relación a la primera. en que únicamente recibió copia
de la Sentencia, que trasladó al Servicio Andaluz de
Salud. por considerar que no se derivaba responsabilidad

para la actora. y en cuanto a la segunda. en que requería
al Consejero de Gobernación para que les comunicara
las diligencias practicadas.

Existe. además. una tercera fecha trascendente a jui­
cio del Ministerio Público para determinar la extempo­
raneidad y que la propia demandante de amparo mani­
fiesta. de 17 de enero de 1992, en que se recibe oficio
en el que se le requiere para el cumplimiento de la Sen­
tencia. lo que da lugar a una petición formal de noti­
ficación de la misma. que tiene lugar ellO de septiembre
de 1992.

Todas estas fechas referidas determinan, a juicio del
Ministerio Fiscal. que la demanda sea inadmisible; bien
por extemporaneidad. bien por falta de agotamiento de
los recursos utilizables. La extemporaneidad porque. con­
forme reiterada doctrina de este Triounal. la fecha para
la interposición de la demanda de amparo ha de contarse
desde la fecha de «conocimientb extraprocesal de la Sen­
tencia» que determina el comienzo del plazo, de modo
que atendiendo a la posición más favorable para la
demandante de amparo.. la fec.ha de requerimiento de
ejecución (12 de enero de 1992). resulta con creces
excedido el plazo de veinte días para que el recurso
de amparo dispone el arto 44.2 LOTC.

Este mismo cómputo de plazos puede considerarse
desde la perspectiva de la falta de agotamiento de los
recursos utilizables en la vía judicial. la Sala de lo Con­
tencioso denegó la preparación del recurso por haberse
presentado fuera del plazo que prevé el arto 96 L.J.C.A.•
plazo que' nO podía alegarse mediante la solicitud de
notificación formal de la Sentencia que la ahora deman­
dante ya conocía en su integridad.

A lo que añade que si se estimara que la lesión se
consuma con la ejecución de la Sentencia. la recurrente
debía haber recurrido precisamente dicho Acuerdo de
ejecución -bien a través del recurso de súplicá o el inci­
dente de ejecución o nulidad de actuaciones- y una
vez resuelto dicho incidente de ejecución. si le hubiera
sido contrario. interponer recurso de amparo. no contra
la Sentencia, sino contra el Auto dictado por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía.

Partiendo de la base de que ni la falta de empla­
zamiento ni la Sentencia han originado en sí misma una
indefensión, que de producirse tendría su origen en el
requerimiento de ejecución. que la Diputación reacciona
frente a la Sentencia, pero no frente al acto indicado
e incumpliendo plazos y respecto a una Sentencia contra
la que no cabe recurso y finalmente. que se acude en
amparo contra la Sentencia y no contra los Autos, y
sin que conste que la actara haya reaccionado frente
al re(;luerimiento utitimndo tos medios procesales a su
alcance, el Fiscal interesa q.ue se dicte Sellltencia que
desestime el recurso de amparo por concurrir la cal:J.5a
de inadmisibilidad de falta de cl;/mplimiento de tos requi­
sitos conteRidos en el 8rt. 6-0.1 a), bien por fal·ta de
agotamiento de los recursos legalmente previstos [art.
44.1 al LOTe], bien por extemporaneidad (art. 44.2
LOTC).

9. Por providencia de 14 de mayo de 1997 se seña­
lópara deliberación y fallo de la presente Sentencia el
día 19 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión planteada en el presente recurso de
amparo consiste en determinar si. como se afirma en
la demanda, la Diputación Provincial de Málaga se ha
visto colocada en una situación de indefensión, lesiva
del derecho reconocido en el arto 24.1 C.E.. por no haber
sido debidamente emplazada en el recurso seguido ante
la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal
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Superior de Justicia de Andalucía en el que se dictó
la Sentencia que está obligada a cumplir. Sostiene la
entidad demandante de amparo que en virtud del reque­
rimiento de ese órgano judicial se le impone la ejecución
de su pronunciamiento sin haber tenido ocasión, sin
embargo, de formular alegaciones en defensa de sus
intereses, lo que le habría causado una evidente y pal­
maria indefensión.

2. El Ministerio Fiscal y la representación procesal
del señor de Luna Ximénez de Enciso alegan la con­
currencia de dos causas de inadmisibilidad de la deman­
da, consistentes en la extemporaneidad y en la falta de
agotamiento de los recursos procedentes. La extempo­
raneidad vendría determinada, según afirman ambas
r~presentaciones, porque la entidad recurrente tuvo
conocimiento extraprocesal del litigio en cuestión mucho
antes de la fecha que se toma en consideración en la
demanda -la de la notificación «formal» de la Sentencia
y la inadmisión definitiva del recurso de casación-, razón
por la cual consideran que el presente recurso se ha
presentado una vez transcurrido el plazo previsto en el
arto 44.2 LOTC, y además, sin haber agotado correc­
tamente los recursos legalmente previstos.

Antes de continuar nuestro análisis, debem"os precisar
que el conocimiento previo de la existencia del proceso
o de la decisión judicial que ahora se impugna supondría
no sólo la extemporaneidad de la demanda de amparo,
en el caso de que entre el momento del conocimiento
y la presentación del recurso hubiera transcurrido el pla­
zo del arto 44.2 de la LOTC, y la eventual falta de ago­
tamiento de los recursos. sino también, implicaría la
desestimación del recurso, por faltar el presupuesto fác­
tico en que se fundamenta la pretensión de amparo.
Así pues, en el presente supuesto. para apreciar la con­
currencia de los referidos motivos de inadmisibilidad
resulta necesario. hacer un pronunciamiento sobre la
existencia de tal conocimiento previo y, por ello. entrar
a analizar el propio fondo del asunto. En consecuencia.
en el presente recurso la posible extemporimeidad de
la demanda. así como la hipotética falta de agotamiento
de los recursos. se resuelven conjuntamente con la cues­
tión de fondo que consiste en comprobar si la entidad
actora se vio colocada en una situación de indefensión
al no haber tenido la posibilidad de intervenir en el pro­
ceso en el que recayó la resolución que ahora se impug­
na, y que a pesar de ello, debe llevar a efecto.

3. Este Tribunal. desde su STC 9/1981 ha declarado
que el arto 24.1 de la Constitución contiene un mandato
implícito al legislador -y al intérprete- para promover
la defensa procesal mediante la correspondiente con­
tradicción, lo cual lleva a exigir en lo posible el empla­

"zamiento personal de los demandados e incluso los coad-
yuvantes. Así, hemos afirmado que en el recurso con­
tencioso-administrativo el emplazamiento por edictos en
el «Boletín Oficial» no garantiza en medida suficiente
la defensa de quienes están legitimados para compa­
recer como demandados, en procesos que inciden direc­
tamente en sus derechos e intereses. Y hemos declarado
que es exigible el emplazamiento personal cuando fueran
conocidos e identificables a partir de los datos que figu­
ren en el escrito de interposición, en el expediente admi­
nistrativo o en la demanda; y que, en estos supuestos.
la falta de dicho emplazamiento supone una vulneración
del arto 24.1 de la Constitución (entre otras muchas.
SSTC 63/1982. 228/1988, 129/1991, 170/1992,
78/1993).

Esta doctrina general se ha visto modulada en el sen­
tido de que lo decisivo, en relación con el arto 24.1 de
la Constitución, es evitar la indefensión que pudiera
seguirse de la falta de emplazami~nto personal. Por ello,
en aquellos casos en que, a pesar de no haber sido

emplazados directamente, es evidente que los intere­
sados tuvieron conocimiento del proceso en tiempo hábil
para comparecer y ejercer sus derechos de defensa. no
puede imputarse al órgano judicial infracción alguna del
arto 24.1 de la Constitución (SSTC 56/1985,150/1986,
151/1988,97/1991,78/1993,325/1993,
100/1994). Así. cuando se denuncia esta infracción por
ausencia del debido emplazamiento. resulta necesario
determinar si, efectivamente, el demandante de amparo
debía haber sido emplazado, por encontrarse suficien­
temente identificado, si el emplazamiento se llevó o no
a cabo en forma personal y suficiente y, en todo caso,
si el recurrente en amparo tuvo conocimiento suficiente
de la existencia del proceso de modo que le permitiese
ejercer su derecho de comparecencia y defensa (STC
100/1994).

Por último, cabe recordar que también hemos decla­
rado que es excesivo generalizar a las Administraciones
Públicas la idea de que el conocimiento de los empla­
zamientos edictales, publicados en los periódicos oficia­
les, constituye una carga desproporcionada. al mismo
nivel predicable de los ciudadanos, pues no son, obvia­
mente, supuestos iguales. ni pueden reclamar necesa­
riamente la misma solución (SSTC 525/1984, 5111985.
81/1985,150/1986,46/1987,34/1988,246/1988
y 100/1994), o, dicho en otras palabras, los organismos
oficiales deben prestar más atención que los particulares
a las notificaciones edictales de la existencia de los pro­
cesos contenciosos-administrativos (SSTC 81/1985,
150/1986,46/1987,34/1988,246/1988).

4. A partir de la anterior doctrina, debemos com­
probar lo ocurrido en el proceso y la conducta mantenida
por la actora a fin de determinar si la presente demanda
de amparo tiene fundamento.

Como se deduce de las actuaciones remitidas, con
la admisión a trámite del recurso contencioso-adminis­
trativo, la Sala aéordó publicar su interposición en el
«Boletín Oficial de la Provincial de Málaga», anuncián­
dose efectivamente en tal periódico oficial en el que
se indicaba que el mismo «servía de emplazamiento a
quienes fueran interesados o coadyuvantes en el pro­
ceso». Recibido el pleito a prueba, la Sala acordó la prác­
tica de una prueba documental. y remitió un oficio a
la Diputación Provincial actora a fin de que certificara
determinados extremos sobre el entonces recurrente.
La referida entidad, ante el requerimiento de la Sala,
remitió las certificaciones interesadas, aludiendo textual­
mente «al recurso contencioso-administrativo 797
de 1988,· instado por don Pedro de Luna Ximénez de
Enciso».

Concluida la tramitación, el órgano judicial dicta la
Sentencia ahora recurrida en amparo estimando las pre­
tensiones deducidas y, en la parte dispositiva, además
de anular la resolución administrativa que declaraba la
incompatibilidad de los puestos de trabajo, la Sala ordena
que «se reponga al actor como Jefe del Servicio de Ciru­
gía en el Hospital Civil de Málaga. con abono de las
retribuciones dejadas de percibir desde la fecha del cese
hasta aquélla en que se lleve a efecto la readmisión».
Notificada la Sentencia a las partes, a instancia de la
Consejería de Gobernación de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, se publica el fallo estimatorio de la Sen­
tencia en el «Boletín Oficial» de la Comunidad Autónoma.
y, asimismo." la Consejería de Gobernación acuerda
comunicar la Sentencia a la Diputación Provincial actora,
remitiéndole copia del texto íntegro de la misma, que.
según se admite en la demanda. es recibida por la soli­
citante de amparo, que mediante Acuerdo de 22 de
noviembre de 1990, se limita a dar traslado de tal reso­
lución a la Gerencia del Servicio Andaluz de Salud.
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Ante el requerimiento de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de que diera cumplimiento a lo fallado,
la Corporación actora solicitó que se le notificara .<for­
malmente» la Sentencia a lo que se accedió por diligencia
de ordenación, procediéndose a una nueva notificación
de ra Sentencia recurrida. Y una vez realizada la noti­
ficación, la demandante solicitó que se tuviera por pre­
parado recurso de casación, solicitud que fue rechazada
por la Sala, primero por su falta de personación y, una
vez personada en forma, por su interposición extempo­
ránea; recurrida en queja, la inadmisión fue confirmada
por el Tribunal Supremo en el Auto que, según la deman­
da, pone fin a la vía judicial previa, y abre el plazo para
recurrir en amparo.

5. Del examen de las actuaciones, cabe concluir que
el aserto en que descansa la demanda, esto es, de que
nunca se participó a la Diputación la existencia del pro­
ceso, no se ajusta a la realidad.

En efecto, con independencia de la cuestión de fondo .
acerca de si la corporaciór actora debió ser llamada
al proceso en calidad de coadyuvante de la demandada
-por tener un hipotético interés en el mantenimiento
del acto recurrido--", lo cierto es que de las actuaciones
se desprende que la entidad demandante tuvo cono­
cimiento previo tanto de la existencia del procedimiento,
como de la resolución que ahora impugna en amparo,
si bien, a pesar de ello, no intentó ejercitar los derechos
que pudieran asistirle.

Así se deduce del conjunto de las circunstancias fác­
ticas concurrentes, que ponen de manifiesto que la
recurrente no sólo tuvo oportunidad de conocer la exis­
tencia del proceso, y de la Sentencia recaída, sino que
realmente tuvo fehaciente constancia de la tramitación
del proceso y de la resolución que anuló el acuerdo
administrativo que ahora impugna.

De los antecedentes relatados se deduce que la Cor­
poración actora pudo conocer tales extremos a través
del anuncio de la interposición del recurso que se publicó
en el "Boletín Oficial de la Provincia de Málaga», por
lo que, si hubiera actuado con la diligencia exigible hubie­
ra podido instar la personación en el mismo. Asimismo,
la actora pudo conocer la Sentencia recaída en el proceso
a través de la publicación de su parte dispositiva en
el "Boletín Oficia!» de la Comunidad Autónoma de Anda­
lucía, razones por las que al tratarse de una entidad
pública, y conforme la doctrina anteriormente citada,
serían suficientes para entender que la pretensión dedu­
cida resulta inviable.

Pero es que, además, puede afirmarse que la Dipu­
tación tuvo material y efectivo conocimiento de la exis­
tencia y tramitación del recurso contencioso-administra­
tivo en dos ocasiones; la primera, cuando recibió el oficio
de la Sala en el que constaban los datos del procedi­
miento y en el que se la requería para que aportara
ciertos documentos, oficio que efectivamente cumpli­
mentó, lo que implica que, al menos desde entonces,
conoció el proceso en trámite. Y la segunda vez, sin
ningún género de dudas, con la recepción de la copia
del texto íntegro de la Sentencia dictada que le fue remi­
tida por la Administración autonómica. Sin embargo,
ante tal comunicación que tuvo lugar en el año 1990
la entidad actora no acudió a este Tribunal alegando
la infracción que ahora denuncia, sino que se limitó a
dar traslado de la misma a otra administración y per­
maneció pasiva hasta que transcurridos dos años, y
requerida de ejecución por la Sala, interesó la notificación
"forma!» de la Sentencia, que ya conocía en su integridad
al haber recibido copia de la misma. y, precisamente,
tal notificación "forma!» se interesó con la finalidad de
reabrir artificialmente el plazo pará formular un recurso
de casación que, fue inadmitido por su extemporaneidad

por la Sala sentenciadora y posteriormente por el Tri­
bunal Supremo.

6. En definitiva, la queja formulada por la Diputación
Provincial de Málaga resulta infundada, pues con inde­
pendencia del alegado desconocimiento del anuncio de
interposición del recurso y del fallo de la Sentencia
recurrida publicados respectivamente en el "Boletín Ofi­
cial» de la provincia y de la Comunidad Autónoma, lo
cierto es que a la actora le constaba indudablemente
la existencia del proceso en las dos ocasiones referidas,
y no puede aducir la creencia de que tal resolución no
le afectaba, toda vez que en la misma se expresaba
claramente la obligación de readmitir al demandante en
el hospital en el que trabajaba con el abono de las corres­
pondientes remuneraciones. y, en el caso de que fuera
esta la tesis de la entidad actora, no debía haber arti­
culado su demanda contra la Sentencia aduciendo su
falta de emplazamiento, sino, coherentemente, frente al
requerimiento de ejecución de la Sala, o frente al Auto
resolutorio de un incidente de ejecución, esto es, una
vez planteados ante el órgano judicial los razonamientos
en virtud de los cuales consideraba que no estaba obli­
gada a ejecutar el pronunciamiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de mayo de mil nove­
cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Julio Diego Gon­
zález Campos.-CarlesViver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

12428 Sala Primera. Sentencia 98/1997, de 20 de
mayo de 1997. Recurso de amparo
4.204/1994. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Barcelona, desestimatorio del
recurso de queja interpuesto contra otro ante­
rior del Juzgado de Instrucción núm. 1 de la
misma ciudad, que decretó la prisión provi­
sional. Supuesta vulneración de los derechos
a la libertad personal ya un proceso con todas
las garantías: Auto de prisión provisional no
lesivo de IQS derechos invocados. Voto par­
ticular.

La Sala PriJT1era del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Pedro Cruz Villalón, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, y don Pablo García Man­
zano, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.204/94, promovido
por don Arturo Piñana Bo, representado por el Procu­
rador de 10$ Tribunales don José de Murga Rodríguez


